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			TEMA 1

			
EL DERECHO PROCESAL Y LA PAZ SOCIAL1


			SUMARIO: 1. AUTOTUTELA Y AUTOCOMPOSICIÓN.—﻿2. LA HETEROCOMPOSICIÓN: ÁRBITROS Y JUECES.—﻿A) El arbitraje.—﻿B) El proceso.

			La convivencia en sociedad trae consigo la necesidad de crear normas que reglamenten las relaciones sociales, jurídicas y de convivencia. No obstante, aun existiendo dichas normas, esto no impide que los miembros de la comunidad puedan transgredirlas, ocasionando con ello un litigio, entendido como conflicto intersubjetivo de intereses en tanto que la existencia de la pretensión de uno de los interesados se va a encontrar con la resistencia de otro. Este litigio o conflicto provoca el quebranto de la paz social, por lo que se hace necesario buscar mecanismos o sistemas que sirvan para devolver dicha paz a la comunidad.

			A lo largo de la historia, el hombre ha utilizado diversos mecanismos para zanjar sus diferencias y superar los conflictos en los que se veía inmerso. Dichos mecanismos han sido tres: la autotutela, la autocomposición y la heterocomposición.

			
1. AUTOTUTELA Y AUTOCOMPOSICIÓN

			Es evidente que la existencia del proceso surge como consecuencia de la asunción por el Estado de la función jurisdiccional, pero hasta llegar a este momento hubo que pasar por distintas etapas o sistemas dirigidos a restaurar la paz social. En efecto, en las asociaciones primitivas no había un superior jerárquico que pudiese resolver los litigios que se planteasen entre los miembros de las mismas. Para solucionar dichos conflictos solo cabían dos mecanismos: o bien los sujetos se ponían de acuerdo, o bien se producía un choque violento entre los dos interesados.

			La autodefensa, en palabras de ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO, supone que una de las partes en conflicto o las dos resuelven o intentan resolver el conflicto pendiente con el otro, mediante el ejercicio de la acción directa. La autodefensa se caracteriza por que la decisión del conflicto —﻿parcial y egoísta﻿— es impuesta por una parte a la otra.

			Por tanto, lo que distingue a la autodefensa de otros sistemas de resolución de conflictos no es ni la preexistencia de un ataque ni la inexistencia de un procedimiento, sino la concurrencia de dos notas:

			— que la decisión no es adoptada por una persona imparcial ajena al conflicto, sino por las propias partes, y,

			— consecuencia de lo anterior, que una parte impone la decisión a la otra.

			No obstante, a pesar de las ventajas que tiene este sistema —﻿sobre todo la rapidez y la economía﻿—, tiene un grave inconveniente: quebrantada la tranquilidad social: esta no queda restaurada por el hecho de haber alcanzado una solución. En efecto, esta solución no es la más justa, si no la que resulta de la imposición del más fuerte sobre el más débil.

			Ahora bien, dentro de la propia autodefensa podemos observar una evolución tendente a una mayor humanización. Así, de un primer momento en el que nos encontramos con una autotutela desenfrenada, donde cada cual se toma la justicia por su mano, sin que rija ninguna regla o limitación, se pasa a una autotutela refrenada, donde comienza a exigirse la proporcionalidad en la reacción. Sin embargo, esto no va a ser suficiente para garantizar la paz social. Es por ello por lo que desde que surge la idea de Estado, incluso en su forma más primigenia, este ha luchado por erradicar la autodefensa. En efecto, la primera prohibición de la autodefensa la podemos encontrar en el Derecho Romano, aunque posteriormente desaparece en la Edad Media y en la Edad Moderna, reapareciendo en el Derecho contemporáneo como consecuencia de la influencia del Derecho Canónico.

			En nuestro ordenamiento, la interdicción de la autodefensa se encuentra materializada en el Código Penal, en cuyo artículo 455 se tipifica la realización arbitraria del propio derecho como un delito contra la Administración de Justicia. No obstante, a pesar de esta prohibición, siguen existiendo en nuestro ordenamiento jurídico preceptos que legitiman, en supuestos muy determinados, el ejercicio extraprocesal de derechos aun en contra de la voluntad de la contraparte. Nos referimos a los artículos 612 y 592 CC. El primero de ellos habilita al propietario de un enjambre de abejas a perseguirlo a través de un fundo ajeno. El segundo permite que el propietario de un fundo pueda cortar las raíces de un árbol ajeno, en tanto se extiendan por el suyo, sin el consentimiento del propietario. Por otro lado, consideramos que, en el ámbito penal, también se recoge una excepción a esta prohibición absoluta de autodefensa, al regularse la legítima defensa como una causa de exención de la responsabilidad criminal. En efecto, el artículo 20.4 CP considera exento de esta responsabilidad a quien obre en defensa de la persona o derechos propios o ajenos, siempre que la agresión sea ilegítima, que el medio utilizado para repelerla fuese racional y que no haya existido provocación previa por parte del que ejercita la legítima defensa.

			La autocomposición supone la resolución de conflictos a través del acuerdo de las partes, bien porque llegan a un mutuo acuerdo o bien porque una se sacrifica a favor de la otra. Supone una fórmula de resolución de conflictos más civilizada que la autodefensa, aunque sigue presentando un grave inconveniente: si bien se abandona la fuerza física, en este momento quien se impone es la parte que económica o temperamentalmente es más fuerte.

			Por tanto, las notas que caracterizan la autocomposición son dos:

			— son los propios interesados los que solucionan el conflicto, aunque eventualmente puede participar una tercera persona, que actuará inter partes, y

			— la decisión no se impone de forma coactiva.

			Los sistemas autocompositivos pueden clasificarse en unilaterales y bilaterales. En los unilaterales, la solución se alcanza por la concesión de alguna de las partes. Son manifestaciones de esta la renuncia o el allanamiento. Serán bilaterales aquellas que llevan a la solución por el acuerdo de ambas partes, entre otras la transacción, el desistimiento, la conciliación y la mediación. De entre estas últimas, tanto la conciliación como la mediación suponen la participación de un tercero, que actuará inter partes, sin capacidad resolutoria alguna. La diferencia entre una y otra figura es que, mientras el conciliador solo acerca a las partes, el mediador podrá realizar propuestas de soluciones concretas.

			
2. LA HETEROCOMPOSICIÓN: ÁRBITROS Y JUECES

			La heterocomposición supone el último escalón en la evolución de los sistemas de resolución de conflictos. En estos se admite la intervención de un tercero imparcial que, actuando supra partes, les impone su decisión. Tradicionalmente, se han reconocido dos sistemas heterocompositivos: el arbitraje y el proceso. En el primero, de carácter privado, la solución del conflicto se deja en manos de una o varias personas, mientras que el segundo supone la asunción por parte del Estado de la función de decidir lo que es justo en cada caso concreto.

			
A) EL ARBITRAJE


			El arbitraje supone la solución privada del conflicto por una persona investida de auctoritas —﻿entendida esta como verdad socialmente reconocida﻿— en virtud de un previo convenio suscrito por los interesados en el que acuerdan someterse en caso de conflicto a dicho sujeto o sujetos.

			Si bien el arbitraje tiene la misma naturaleza que la jurisdicción, es un mecanismo más antiguo, puesto que, para que la jurisdicción se desarrolle, es necesario que el Estado sea lo suficientemente fuerte para poder imponer su voluntad a los ciudadanos. Por tanto, en Roma, donde se partía de que el Derecho era la solución que se daba a los problemas y no el mandato emitido por el Estado, se imponía a los particulares que, surgido un conflicto, recurriesen al arbitraje. En este sentido, el magistrado, aun teniendo jurisdicción en materia civil, no entraba a conocer del asunto, sino que se limitaba, simplemente, a controlar que la controversia sobre la que se iba a pronunciar el árbitro estaba correctamente planteada y que las partes, efectivamente, se sometían a él.

			El siguiente paso lógico era que el Estado, en lugar de imponer a los contendientes la obligación de acudir a los árbitros privados, asumiese directamente la función plena de garantizar el Derecho. Con esta asunción, la jurisdicción, como función del Estado, nace.

			Sin embargo, los dos sistemas subsisten en la actualidad como mecanismos de solución de conflictos. Es más, en los últimos años se está promoviendo, desde el propio Estado, la utilización del arbitraje en distintas materias —﻿piénsese en el arbitraje de consumo, por ejemplo﻿—.

			
B) EL PROCESO


			Si bien hemos dicho que los árbitros tienen auctoritas, podemos afirmar que los jueces, además, tienen la potestas, entendida como la fuerza socialmente reconocida.

			Predicar de los jueces la potestas supone atribuirles una posición de supremacía o superioridad respecto de las personas que con ellos se relacionan, llevando ínsita una fuerza de mando capaz de vincular el comportamiento ajeno incluso mediante la fuerza.

			La garantía que supone tanto el arbitraje como la jurisdicción del Estado sería, no obstante, ilusoria si, paralelamente, no se reconociera, en aras de la efectividad de la misma, la posibilidad (derecho) de acceso a ella y la articulación de las formas externas para administrar justicia, lo que supone la existencia de tres pilares básicos que conforman nuestra disciplina: jurisdicción, acción y proceso.

			


				
						1 Tema redactado por YOLANDA DE LUCCHI LÓPEZ-TAPIA, Profesora Titular de Derecho Procesal.


				

			

		

	
		
			TEMA 2

			
MEDIOS ADECUADOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS (MASC) I: DISPOSICIONES GENERALES1


			SUMARIO: 1. LOS MASC COMO MANIFESTACIÓN DE LAS MODERNAS ADR.—﻿2. APROXIMACIÓN GENERAL A LOS MASC.—﻿A) Concepto y previsión normativa.—B) Modalidades.—﻿C) Ámbito de aplicación y exclusiones.—﻿D) El principio de autonomía de la voluntad como elemento inherente a los MASC.—﻿E) Régimen de la asistencia letrada y honorarios de los profesionales que intervengan.—﻿F ) El recurso a los e-MASC.—﻿G) Confidencialidad de la actividad negociadora.—﻿3. LOS MASC COMO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD.—﻿A) Régimen normativo.—﻿B) Procesos judiciales en los que se exige la actividad negociadora previa.—﻿C) La acreditación del intento de negociación.—﻿D) La finalización de la actividad negociadora sin acuerdo.—﻿4. EFECTOS DE LOS MASC.—﻿A) Efectos del inicio de la actividad negociadora.—﻿B) Efectos y validez del acuerdo.

			
1. LOS MASC COMO MANIFESTACIÓN DE LAS MODERNAS ADR

			Históricamente, los conflictos jurídicos se han solucionado a través de la jurisdicción. Aún más, podría afirmarse que, en la sociedad española, ante la aparición de un conflicto, no se plantea otro escenario que no sea el proceso judicial. Ahora bien, el proceso sufre hoy un cierto descrédito entre los administrados, fundamentalmente por la lentitud e ineficacia provocadas por la atávica carencia de medios personales y materiales. Así, cada vez son más las materias y las áreas del derecho en las que, de hecho, no se administra realmente una justicia aceptable.

			Ante esta incuestionable crisis de la jurisdicción, tres son las posibles soluciones: a) mejorar la inversión, aumentando los medios materiales y personales de la Administración de Justicia; b) introducir reformas procesales que den respuesta a las necesidades procedimentales que se susciten; y c) apostar por soluciones extramuros de la jurisdicción para la resolución de los conflictos jurídicos.

			Es en este escenario de crisis de la jurisdicción y no otro en el que aparecieron a partir de los años setenta del siglo XX las modernas Alternative Dispute Resolution (ADR), especialmente, como consecuencia del discurso del profesor de derecho de la Universidad de Harvard, Frank Sander, en la Pound Conference —﻿celebrada en el campus de St. Paul (Minnesota, EE.UU.)— donde señaló las limitaciones del sistema judicial y defendió la existencia de otros medios de resolución de conflictos jurídicos.

			Así, la progresiva integración de las ADR no es un elemento enteramente positivo, sino que también deviene un manifiesto indicador de la crisis de la jurisdicción. Además, el recurso a estos métodos no es ni la panacea ni una solución incuestionablemente eficaz para solucionar los males endémicos de la jurisdicción, máxime cuando se puede caer en la tentación de desnaturalizar las ADR con el único objetivo de expulsar los conflictos jurídicos de aquella.

			Frente a este negativo fundamento de las ADR como desatascador de la jurisdicción, la positiva y genuina justificación de estas es el hecho de que ponen a disposición de la ciudadanía unos mecanismos complementarios a la jurisdicción. Así, ante el monopolio del proceso judicial —﻿y, por tanto, de la obligatoriedad de acudir a él para resolver un conflicto jurídico﻿—, las ADR ofrecen a los sujetos inmersos en un conflicto jurídico la libertad para, en primer lugar, decidir que el conflicto se resuelva mediante un procedimiento distinto a la jurisdicción; y, en segundo lugar, para determinar —﻿en la mayoría de los métodos﻿—, la propia solución al conflicto. Esta doble vertiente de la libertad de la ciudadanía —﻿elegir el medio de resolución y, en algunos casos, la propia solución del conflicto﻿— es el verdadero avance que ofrecen las ADR.

			Por otro lado, la revolución tecnológica, especialmente con la irrupción de internet, ha venido a favorecer la comunicación y el advenimiento de nuevos tipos de relaciones jurídicas en línea, como el comercio electrónico. De la misma forma, las ADR se han reciclado para realizarse en línea. Nacen así las On line Dispute Resolution (ODR), no como unos nuevos métodos de resolución de controversias, sino como un desarrollo de las ADR. Así, mientras que las ADR destacan por constituir una novedad en el marco jurídico, la innovación de las ODR consiste en la utilización de nuevos cauces de comunicación para el desarrollo de aquellas.

			Desde el surgimiento de las modernas ADR se puso el énfasis en su carácter de vía de solución de las controversias al margen de la justicia estatal, por lo que, en un primer momento, recibieron la denominación de Alternative Dispute Resolution. Sin embargo, las ADR no siempre se constituyen como una alternativa a la jurisdicción. De esta forma, y descartado el arbitraje —﻿que, en todo caso sí deviene alternativo y excluyente del proceso﻿— las ADR han evolucionado, convirtiéndose, en los supuestos autocompositivos, en elementos integrados dentro del proceso y con plenos efectos procesales. Esta evolución ha hecho que, aun conservando el acrónimo ADR, en la actualidad reciban la denominación de Adequate o Appropriate Dispute Resolution.

			Las ADR se clasifican en autocompositivas (negociación, mediación, conciliación, etc.) y heterocompositivas (arbitraje). Las primeras —﻿que son las que serán analizadas en el presente y en los tres siguientes temas﻿— son las que constituyen los denominados medios adecuados de solución de controversias (MASC).

			
2. APROXIMACIÓN GENERAL A LOS MASC

			Las ADR autocompositivas, especialmente la mediación y la conciliación, han recibido la atención del legislador español a lo largo del tiempo. No obstante, recientemente, y a través de la LESPJ, se ha implementado normativamente un amplio estatuto regulatorio de los MASC.

			
A) CONCEPTO Y PREVISIÓN NORMATIVA


			Los MASC han sido conceptualizados por el legislador como cualquier tipo de actividad negociadora, reconocida en la LESPJ o en otras leyes, estatales o autonómicas, a la que las partes de un conflicto acuden de buena fe con el objeto de encontrar una solución extrajudicial al mismo, ya sea por sí mismas o con la intervención de una tercera persona neutral (art. 2 LESPJ).

			Respecto de la terminología cabe señalar que la fórmula medios adecuados —﻿sin duda, deuda de la evolución terminológica en inglés para las ADR﻿— resulta censurable por cuanto parece que el proceso o el arbitraje devendrían medios no adecuados. En ese sentido, bien podría haberse optado por medios autocompositivos (en el mismo sentido, ÁLVAREZ ALARCÓN) o, si se prefiere, por medios basados en el acuerdo (LÓPEZ YAGÜES), fórmulas ambas que, además, hubieran permitido conservar el acrónimo MASC, plenamente implantado y aceptado.

			La regulación de los MASC se encuentra recogida en el Capítulo I del Título II de la LESPJ, si bien, la propia ley remite a normas sectoriales.

			
B) MODALIDADES


			Como se ha señalado anteriormente, en la LESPJ se establece, con carácter general, que tendrá la consideración de MASC cualquier actividad negociadora reconocida en la propia norma o en otras leyes, estatales o autonómicas. Ahora bien, en la misma LESPJ se hace referencia expresa a las siguientes modalidades de MASC (arts. 14 a 19):

			•La mediación regulada en la LMACM o en la normativa autonómica;

			•La negociación directa o a través de los profesionales de la abogacía;

			•La conciliación ante notario regulada en la LN;

			•La conciliación ante registrador conforme a lo dispuesto en LH;

			•La conciliación pública regulada en la LJV;

			•La conciliación privada;

			•La oferta vinculante confidencial;

			•La opinión de persona experta independiente; y

			•El procedimiento de derecho colaborativo.

			
C) ÁMBITO DE APLICACIÓN Y EXCLUSIONES


			El ámbito de aplicación de la LESPJ queda restringido (art. 3) a los asuntos civiles y mercantiles, incluidos los conflictos transfronterizos.

			Ahora bien, quedan excluidos:

			— Con carácter general, las materias laboral, penal y concursal, así como todos los asuntos en los que una de las partes sea una entidad perteneciente al sector público;

			— Las materias civiles que no sean disponibles por las partes, aun cuando estas sean derivadas judicialmente a un MASC. No obstante, sí podrán negociarse los efectos y medidas relativas a las relaciones económicas y paternofiliales derivadas de la nulidad matrimonial, separación o divorcio establecidas en los artículos 102 y 103 CC, y ello con independencia de la necesaria homologación judicial posterior del acuerdo (art. 4 LESPJ); y

			— Las materias civiles que deban ventilarse en los procedimientos tramitados ante las Secciones de Violencia sobre la Mujer de los Tribunales de Instancia (art. 4.2 LESPJ en relación con el 89.9 LOPJ). Cabe señalar que el legislador ha anudado esta prohibición a que el asunto sea competencia de las Secciones de Violencia sobre la Mujer, que es la fórmula que se utiliza para definir el catálogo de delitos de violencia sobre la mujer en la pareja íntima heterosexual. En consecuencia, si por las normas de competencia funcional, un asunto pasa de la Sección de Violencia sobre la Mujer a, por ejemplo, la Sección de lo Penal, la prohibición sigue vigente, por cuanto se trata del mismo delito.

			
D) EL PRINCIPIO DE AUTONOMÍA DE LA VOLUNTAD COMO ELEMENTO INHERENTE A LOS MASC

			En la LESPJ se consagra que las partes devienen libres para convenir o transigir, a través de los MASC, sobre sus derechos e intereses, siempre que lo acordado no sea contrario a la ley, a la buena fe ni al orden público (art. 4).

			En consecuencia, las partes deben tener plena capacidad volitiva para resolver el conflicto jurídico, por lo que la igualdad de poder entre las partes se constituye en el requisito fundamental para que se pueda realizar cualquier MASC. En ese sentido, en los supuestos en los que se verifique que existe un desequilibrio de poder entre las partes —﻿piénsese, por ejemplo, en un pleito entre un padre y un hijo por una cuestión mercantil en el que sobrevuela la amenaza de una posible desheredación﻿— los MASC resultan inviables.

			
E) RÉGIMEN DE LA ASISTENCIA LETRADA Y HONORARIOS DE LOS PROFESIONALES QUE INTERVENGAN


			En el artículo 6.1 de la LESPJ se regula que las partes podrán acudir a cualquier MASC asistidas por un profesional de la abogacía. No obstante, sí será preceptiva la intervención cuando el método utilizado sea la oferta vinculante confidencial, salvo cuando la cuantía del asunto controvertido no supere los dos mil euros o cuando una ley sectorial no exija la intervención de estos profesionales para la realización o aceptación de la oferta (art. 6.2 LESPJ).

			Esta opción legislativa deviene insuficiente. En la medida en la que los MASC son una forma más de administrar justicia, cualquier método basado en la negociación requiere de la necesaria asistencia técnica a las partes, máxime en los asuntos en los que, tal vez, pueda darse un desequilibrio no solo de conocimientos jurídicos (hasta dónde puedo llegar en mis pretensiones), sino también de desequilibrio de poder (hasta dónde estoy dispuesto a resistir emocionalmente el conflicto). En consecuencia, el régimen de la asistencia letrada debería asimilarse a la capacidad de postulación en el proceso civil, es decir, ser obligatoria para todos los MASC salvo en los casos en los que el posterior procedimiento judicial se debiera tramitar por las normas del juicio verbal por razón de la cuantía y esta no supere los dos mil euros (art. 31.2 1.º LEC).

			Por otro lado, se dispone en el artículo 11 de la LESPJ que cuando las partes acudan al proceso negociador asistidas por profesionales de la abogacía habrán de abonar los respectivos honorarios, salvo que se tenga derecho al beneficio de justicia gratuita.

			Además, deberán existir mecanismos públicos para la solución de conflictos de acceso gratuito para las partes. Ahora bien, si estas deciden optar por otros mecanismos, en el caso de que intervenga una tercera persona neutral, sus honorarios profesionales serán objeto de acuerdo previo con las partes intervinientes. Si la parte invitada a participar en el proceso negociador no acepta la intervención de la tercera persona neutral propuesta unilateralmente por la otra parte, deberá esta abonar íntegramente, de haberlos, los honorarios devengados hasta ese momento por la tercera persona neutral.

			
F) EL RECURSO A LOS E-MASC

			En sintonía con el paradigma ADR/ODR, los MASC también pueden llevarse a cabo a través de medios telemáticos, por videoconferencia u otro medio de transmisión de la voz o la imagen (art. 8.1 LESPJ). Estamos, en consecuencia, ante los e-MASC.

			Además, se prevé que cuando el objeto de la controversia sea una reclamación de cantidad que no exceda de seiscientos euros, el MASC deberá desarrollarse, preferentemente, a través de medios telemáticos, a salvo los supuestos en el que no sea viable para alguna de las partes.

			
G) CONFIDENCIALIDAD DE LA ACTIVIDAD NEGOCIADORA


			La actividad negociadora está informada por el principio de confidencialidad, al que quedan ligadas las partes, los profesionales de la abogacía y, en su caso, el tercero neutral que intervenga. No obstante, la información relativa a si las partes acudieron o no al intento de negociación previa, así como a las materias que conforman el objeto de la controversia, no quedan salvaguardadas por la confidencialidad (art. 9.1 LESPJ).

			Ahora bien, la norma (art. 9.2) prevé una serie de excepciones: a) cuando todas las partes de manera expresa y por escrito se hayan dispensado del deber de confidencialidad de forma recíproca, así como a los profesionales de la abogacía o, en su caso, a la tercera persona neutral; b) cuando se esté tramitando la impugnación de la tasación de costas y solicitud de exoneración o moderación de las mismas según lo previsto en el artículo 245 LEC y a esos únicos fines, sin que pueda utilizarse para otros diferentes ni en procesos posteriores; c) cuando, mediante resolución judicial motivada, sea solicitada por los jueces del orden penal de la jurisdicción; y d) cuando sea necesario por razones de orden público, en particular cuando así lo requiera la protección del interés superior del menor o la prevención de daños a la integridad física o psicológica de una persona.

			
3. LOS MASC COMO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD

			Una de las novedades más importantes y llamativas introducidas en el proceso civil a través de la LESPJ es la obligación de acudir a un MASC con anterioridad a la interposición de la demanda.

			
A) RÉGIMEN NORMATIVO


			En el artículo 5 de la LESPJ se dispone que, en el orden civil de la jurisdicción, con carácter general, para admitir a trámite una demanda se considerará requisito de procedibilidad acudir previamente a algún MASC de los previstos en la norma.

			Para entender cumplido este requisito, por un lado, deberá existir identidad entre el objeto de la negociación y el objeto del litigio, aun cuando las pretensiones que pudieran ejercitarse, en su caso, en vía judicial sobre dicho objeto pudieran variar. Por otro lado, se considerará cumplido el requisito cuando la actividad negociadora se desarrolle directamente por las partes, o entre sus abogados bajo las directrices y con la conformidad de aquellas, así como en los supuestos en que las partes hayan recurrido a un procedimiento de derecho colaborativo.

			Este recurso a los MASC como requisito de procedibilidad, por un lado, debe ser bienvenido por cuanto tiene de reconocimiento, introducción y regulación de estos métodos. Ahora bien, puede recibir una lectura menos favorable si se atiende al principio de voluntariedad de las partes que informa a los MASC. Así, la obligatoriedad de intentar un MASC en vía no jurisdiccional como requisito de procedibilidad puede degenerar en una suerte de mera formalidad que, lejos de fomentar el uso de los MASC, llegue a ser contraproducente en la consecución de este objetivo.

			
B) PROCESOS JUDICIALES EN LOS QUE SE EXIGE LA ACTIVIDAD NEGOCIADORA PREVIA


			La actividad negociadora previa a la vía jurisdiccional como requisito de procedibilidad se exigirá en todos los procesos declarativos a excepción de los que tengan por objeto las siguientes materias: a) la tutela judicial civil de derechos fundamentales; b) la adopción de las medidas previstas en el artículo 158 CC; c) la adopción de medidas judiciales de apoyo a las personas con discapacidad; d) la filiación, paternidad y maternidad; e) la tutela sumaria de la tenencia o de la posesión de una cosa o derecho por quien haya sido despojado de ellas o perturbado en su disfrute; f ) la pretensión de que el tribunal resuelva, con carácter sumario, la demolición o derribo de obra, edificio, árbol, columna o cualquier otro objeto análogo en estado de ruina y que amenace causar daños a quien demande; g) el ingreso de menores con problemas de conducta en centros de protección específicos, la entrada en domicilios y restantes lugares para la ejecución forzosa de medidas de protección de menores o la restitución o retorno de menores en los supuestos de sustracción internacional; y h) el juicio cambiario (art. 5.2 LESPJ).

			Por otro lado, no será preciso acudir a un MASC con carácter previo para la interposición de una demanda ejecutiva, la solicitud de medidas cautelares previas a la demanda, la solicitud de diligencias preliminares ni para la iniciación de expedientes de jurisdicción voluntaria, con excepción de los expedientes de intervención judicial en los casos de desacuerdo conyugal y en la administración de bienes gananciales, así como de los de intervención judicial en caso de desacuerdo en el ejercicio de la patria potestad (art. 5.3 LESPJ).

			
C) LA ACREDITACIÓN DEL INTENTO DE NEGOCIACIÓN


			Como quiera que el recurso a un MASC previo al proceso judicial deviene un requisito de procedibilidad, resulta imprescindible acreditar el intento en aquellos supuestos en los que el procedimiento negociado finaliza sin acuerdo o ni tan siquiera da comienzo por la negativa o la pasividad del requerido. A este respecto, se establece en la norma que el intento o la actividad negociadora deberá ser recogida documentalmente (art. 10.1 LESPJ).

			Conforme al artículo 10.2 de la LESPJ, en los supuestos en los que no participe un tercero neutral, la acreditación podrá realizarse a través de cualquier documento firmado por ambas partes en el que se deje constancia de la identidad de estas y, en su caso, de los profesionales o expertos que hayan participado asesorándolas, la fecha, el objeto de la controversia, la fecha de la reunión o reuniones mantenidas, en su caso, y la declaración responsable de que las dos partes han intervenido de buena fe en el proceso. En su defecto, podrá acreditarse el intento de negociación mediante cualquier documento que pruebe que la otra parte ha recibido la solicitud o invitación para negociar o, en su caso, la propuesta, en qué fecha, y que ha podido acceder a su contenido íntegro.

			En el caso de que haya intervenido un tercero neutral gestionando la actividad negociadora, este deberá expedir, a petición de cualquiera de las partes, un documento en el que deberá hacer constar: a) su identidad, cualificación, colegio profesional, institución a la que pertenece o registro en el que esté inscrito; b) la identidad de las partes; c) el objeto de la controversia; d) la fecha de la reunión o reuniones mantenidas; y e) la declaración solemne de que las dos partes han intervenido de buena fe en el proceso.

			Además, en el supuesto de que alguna de las partes no hubiese comparecido o hubiese rehusado participar en la actividad negociadora, se consignará dicha circunstancia y, en su caso, la forma y la fecha en la que se ha realizado la citación, así como la justificación de haber sido realizada (art. 10.3 LESPJ).

			
D) LA FINALIZACIÓN DE LA ACTIVIDAD NEGOCIADORA SIN ACUERDO


			La actividad negociadora puede finalizar sin que se llegue a un acuerdo. Ahora bien, también puede ocurrir que la parte requerida adopte una actitud pasiva, lo que, en principio, supondría que el procedimiento quedaría en suspenso sine die.

			Para evitar este limbo temporal, en el artículo 10.4 de la LESPJ se dispone que se entenderá que se ha producido la terminación del proceso sin acuerdo: a) si transcurrieran treinta días naturales a contar desde la fecha de recepción de la solicitud inicial de negociación por la otra parte y no se mantuviera la primera reunión o contacto dirigido a alcanzar un acuerdo o no se obtenga respuesta por escrito; b) si, una vez iniciada la actividad negociadora, transcurrieran treinta días desde que una de las partes haga una propuesta concreta de acuerdo a la otra, sin que se alcance ningún acuerdo ni se obtenga respuesta por escrito; c) si transcurrieran tres meses desde la fecha de celebración de la primera reunión sin que se hubiera alcanzado un acuerdo. No obstante lo anterior, las partes tienen derecho a continuar de mutuo acuerdo con la actividad negociadora más allá de dicho plazo; y d) si cualquiera de las partes se dirige por escrito a la otra dando por terminadas las negociaciones, quedando constancia del intento de comunicación de ser esa su voluntad.

			
4. EFECTOS DE LOS MASC

			El recurso a un MASC despliega una serie de efectos, tanto desde que se inicia la actividad negociadora cuanto desde que esta finaliza con avenencia.

			
A) EFECTOS DEL INICIO DE LA ACTIVIDAD NEGOCIADORA


			Conforme al artículo 7 de la LESPJ, la solicitud de una de las partes dirigida a la otra para iniciar un procedimiento MASC interrumpe la prescripción o suspende la caducidad de las acciones desde la fecha en la que conste el intento de comunicación de dicha solicitud a la otra parte hasta la fecha de la firma del acuerdo o de la terminación de la actividad negociadora sin acuerdo.

			El cómputo de los plazos se reiniciará o reanudará respectivamente en el caso de que no se mantenga la primera reunión dirigida a alcanzar un acuerdo o no se obtenga respuesta por escrito en el plazo de treinta días naturales a contar desde la fecha de recepción de la solicitud de negociación por la parte a la que se dirige, o desde la fecha del intento de comunicación, si dicha recepción no se produce.

			En el caso de que alguna propuesta concreta de acuerdo no tenga respuesta por la contraparte en el plazo de treinta días naturales desde la fecha de recepción, se reiniciará o reanudará respectivamente el cómputo de plazos.

			
B) EFECTOS Y VALIDEZ DEL ACUERDO


			Los acuerdos alcanzados a través de un MASC tienen el efecto de la cosa juzgada y solo pueden ser impugnados por las causas de nulidad de los contratos establecidas en los artículos 1.817 a 1.819 CC (art. 13.1 LESPJ). Este efecto tiene dos consecuencias procesales: en primer lugar, no podrá iniciarse un procedimiento judicial con el mismo objeto del proceso; y, en segundo lugar, el acuerdo puede ser objeto de tutela ejecutiva.

			El hecho de que el acuerdo derivado de un MASC se convierta en título ejecutivo, bien porque sea homologado judicialmente (art. 517.2 3.º LEC), bien porque se haya elevado por las partes a escritura pública (art. 517.2 2.º LEC) ha obligado al legislador a prever normativamente las formalidades que deben observarse en la formalización del acuerdo en el artículo 12 de la LESPJ.

			De esta forma, en el documento que recoja la avenencia se deberá hacer constar la identidad y el domicilio de las partes y, en su caso, la identidad tanto de los profesionales de la abogacía que hayan asistido a las partes cuanto del tercero neutral que haya intervenido, el lugar y fecha en que se suscribe, las obligaciones que cada parte asume y que se ha seguido un procedimiento de negociación ajustado a las previsiones contenidas en la LESPJ.

			El acuerdo deberá firmarse por las partes y, en su caso, por sus representantes, y cada una de ellas tendrá derecho a obtener una copia. Si interviene una tercera persona neutral, esta entregará un ejemplar a cada una de las partes y deberá reservarse otro ejemplar para su conservación.

			Las partes pueden conminarse recíprocamente a elevar el acuerdo alcanzado a escritura pública. Ahora bien, en el supuesto de que no se atienda al requerimiento, el otorgamiento podrá realizarse de forma unilateral. A este respecto, en ningún caso es necesaria la presencia del tercero neutral que haya intervenido en el acto de otorgamiento de la escritura pública.

			


				
						1 Tema redactado por el Dr. FRANCESC PÉREZ TORTOSA, Profesor Ayudante Doctor (acreditado a Profesor Titular) de Derecho Procesal. Universidad de Málaga.


				

			

		

	
		
			TEMA 3

			
MEDIOS ADECUADOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS (MASC) II: LA MEDIACIÓN1


			SUMARIO: 1. CONCEPTO.—﻿2. REGULACIÓN.—﻿3. PRINCIPIOS INFORMADORES DE LA MEDIACIÓN.—﻿4. EL MEDIADOR.—﻿5. PROCEDIMIENTO DE MEDIACIÓN.—﻿ANEXO.

			
1. CONCEPTO

			La mediación es un medio alternativo a la jurisdicción para la solución de conflictos. De acuerdo con la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia, es un método adecuado de solución de controversias (MASC). La Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles, lo define como un medio adecuado de solución de controversias en el que las partes en conflicto se someten voluntariamente a un tercero para resolverlo, llamado mediador a través de un procedimiento estructurado.

			
2. REGULACIÓN

			Se regula en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles (LMCM).

			La LMCM referida, excluye de su ámbito de aplicación expresamente a la mediación penal, la mediación con las Administraciones Públicas y la mediación laboral. Con lo cual, se aplicará al ámbito civil y mercantil.

			
3. PRINCIPIOS INFORMADORES DE LA MEDIACIÓN

			Los principios informadores se regulan desde el artículo 6 al 10 LMCM y son los que determinan la configuración de la mediación.

			— Requisito de procedibilidad para interponer demanda (art. 6 LMCM).

			El artículo 403.2 LEC establece que las partes en conflicto se someterán a la mediación para resolver su conflicto extrajudicialmente como paso previo a la interposición de demanda, de lo contrario, la demanda no será admitida.

			¿Cómo se entiende cumplimentado el requisito de procedibilidad?

			El que pretenda interponer demanda, deberá solicitar a la parte el sometimiento a la mediación y tener al menos una sesión inicial. Se entenderá, por tanto, cumplido el requisito cuando las partes hayan tenido una sesión inicial con el mediador donde se disponga el objeto del conflicto y hayan acudido personalmente a la misma, cumpliendo los requisitos previstos en el artículo 17 LMCM (que veremos más adelante) en relación con el desarrollo de la primera sesión.

			— Libre disposición de las partes (art. 6 LMCM)

			Las partes pueden someterse voluntariamente a resolver el conflicto a través de la mediación. Si las partes lo hubieran pactado previamente en un contrato como el medio adecuado para resolver el conflicto, el artículo 6 LMCM dispone el deber de intentar el acuerdo antes de acudir a la jurisdicción o a otro medio de solución de controversias (no hacia falta disponer tal cuestión, cuando el párrafo anterior dispone el requisito de procedibilidad como paso previo a la jurisdicción, respecto a ello resulta redundante y es cuestionable esa libre disposición de las partes). La libre disposición la prevé el último párrafo del artículo referenciado al determinar que no están obligados a mantenerse en el procedimiento y concluir con un acuerdo.

			— Igualdad de partes e imparcialidad de los mediadores o mediadoras (art. 7 LMCM)

			En relación a este principio, se dispone que ha de respetarse el principio de igualdad de partes, referido a que ambas partes tengan un equilibrio en sus posiciones y respeto en sus opiniones. En relación a la igualdad, se deberá garantizar el principio de imparcialidad por parte de los mediadores o mediadoras, no debiendo tener interés en el resultado del proceso.

			De acuerdo con los artículos 14 y 17 LMCM, cuando existan causas que puedan afectar a la imparcialidad del mediador, estará obligado a informar a las partes y de abstenerse de conocer; no deberá iniciar o no deberá continuar con el procedimiento si considera que las circunstancias afectarán a su imparcialidad o genere un conflicto de intereses. Asimismo, las partes pueden rechazar al mediador en el supuesto en que consideren que por darse determinadas circunstancias pudiera afectar a su imparcialidad. Las circunstancias que dispone el artículo 14.5 LMCM son las siguientes:

			1. Todo tipo de relación personal, contractual o empresarial con una de las partes.

			2. Cualquier interés directo o indirecto en el resultado de la mediación.

			3. Que el mediador, o un miembro de su empresa u organización, hayan actuado anteriormente a favor de una o varias de las partes en cualquier circunstancia, con excepción de la mediación.

			El mediador solo podrá continuar si las partes lo aceptan expresamente y garantizando que será imparcial durante todo el procedimiento.

			— Neutralidad (art. 8 LMCM)

			En relación estrecha con la imparcialidad, se encuentra el principio de neutralidad, según el cual se dispone que el mediador acercará a las partes para que puedan alcanzar un acuerdo con un carácter neutral, ahora bien ¿ello que significa?

			Que la actuación del mediador se desarrollará a través de una conduta activa en el que se encargará de informar a las partes, asesorar y acercar sus posturas para alcanzar un acuerdo. Los abogados de las partes pueden estar presentes en todas o en algunas de las sesiones, según lo hayan dispuesto las partes, pero el que dirige la sesión es el mediador.

			— Confidencialidad (art. 9 LMCM)

			Uno de los principios esenciales para que el cliente se decante por resolver el conflicto a través de la mediación es la confidencialidad. Ello le otorga mayor confianza atendiendo a que el art. 9 establece que el principio de confidencialidad abarca tanto el procedimiento como la documentación utilizada en el mismo y el secreto profesional del mediador. Lo único que se podrá extraer del procedimiento es la información relacionada con la asistencia de las partes y el objeto de la controversia.

			La confidencialidad abarca a los mediadores o mediadoras como a todas las partes que hubieran intervenido. Lo que significa es que no podrán declarar sobe la información y documentación derivada del procedimiento en un procedimiento judicial, ni en un arbitraje. No pudiendo ser admitida como prueba propuesta por las partes (art. 182.3 LEC).

			a)Ahora bien, existen excepciones a dicha confidencialidad.

			b)Que las partes así lo hubieran determinado expresamente.

			c)Cuando se esté impugnando la tasación de costas por alguna de las partes y sea necesario aportar dicha documentación en atención a exonerar o moderar la cuantía y solo para esos efectos (art. 245 LEC).

			d)Que el Tribunal del orden jurisdiccional penal lo requiera a través de resolución judicial motivada.

			e)Cuando resulte necesario por razones de orden público, en particular para la protección del interés superior del menor o la prevención de daños a la integridad física o psicológica de una persona.

			— Colaboración de las partes y litispendencia (art. 10 LEC).

			Las partes deben de actuar con buena fe, lealtad y respeto mutuo.

			El sometimiento a la mediación genera un efecto de litispendencia, ya que de acuerdo con el artículo 10 LEC, se establece que durante el tiempo que desarrolle la mediación, las partes no podrán ejercitar acciones judiciales o extrajudiciales con el mismo objeto del proceso. Solamente se les permite la solicitud de medidas cautelares y de medidas urgentes necesarias para evitar la pérdida de bienes o derechos que sea irreversible.

			En relación con lo expuesto, por tanto, cuando exista un pacto de sometimiento a mediación o se hubiera iniciado el procedimiento de mediación, las partes podrán presentar declinatoria alegando una falta de jurisdicción. No cabe una abstención por parte de los tribunales, solo cabe la alegación a instancia de parte.

			
4. EL MEDIADOR

			El mediador podrá ser persona física o instituciones, públicas o privadas, extranjeras o españolas, o corporaciones públicas, especializadas en materia de mediación y serán las encargadas de designar al mediador correspondiente que forme parte de dicha institución, si así lo disponen las partes.

			
5. PROCEDIMIENTO DE MEDIACIÓN

			1.Inicio: A través de una solicitud que se puede hacer de tres formas, de las partes, solo una de las partes o del Tribunal o Letrado o Letrada de la Administración de Justicia.

			a)De común acuerdo entre las partes: estén o no inmersas en un procedimiento, si ya se encuentran en un procedimiento judicial, podrán solicitar la suspensión para el sometimiento a mediación.

			La solicitud deberá contener:

			—La designación del mediador o la institución de mediación en la que llevarán a cabo la mediación.

			—El lugar en el que se desarrollarán las sesiones.

			—La lengua o lenguas de las actuaciones.

			b)Por una de las partes:

			—Por que exista un pacto de sometimiento a mediación previo.

			—Como requisito de procedibilidad para poder interponer demanda por la parte actora.

			c)Por derivación judicial o del letrado o la letrada de la Administración de Justicia, previa conformidad de las partes. En estos casos las partes designarán al mediador, mediadora o institución de mediación, de común acuerdo dentro de aquellos que se encuentren debidamente acreditados ante los registros de mediadores del Ministerio de Justicia o de las Comunidades Autónomas.

			2.Presentación de la solicitud.

			La solicitud se formulará ante las instituciones de mediación o ante el mediador propuesto por una de las partes a las demás o ya designado por ellas. De lo contrario, se designará al que por turno corresponda.

			3.En la sesión inicial.

			Esta sesión es válida para dar cumplimiento al requisito de procedibilidad para la interposición de demanda ante el órgano jurisdiccional. Esta sesión inicial, se constituye una vez se presenta la solicitud, las partes son citadas por el mediador o mediadora para esta sesión.

			¿Qué ocurre si una de las partes no comparece?

			De acuerdo con el artículo 17 LMCM, la parte que no asiste se entiende que rechaza la mediación solicitada, sin embargo, se dispone que igualmente se tendrá por cumplido el requisito de procedibilidad a pesar de la incomparecencia. Ahora bien, no cabe la confidencialidad sobre la parte que no asistió a la mediación.

			El mediador deberá expedir, a petición de cualquiera de las partes, un documento en el que certificará la sesión inicial y será el que se presente junto con la demanda para el requisito de procedibilidad.

			El certificado deberá contener lo siguiente:

			a)La identidad del mediador, su cualificación, colegio profesional o institución a la que pertenece. Si son uno, o varios mediadores, siempre que lo dispongan las partes o la causa sea compleja (art. 18 LMCM).

			b)La identidad de las partes.

			c)El objeto de la controversia.

			d)La fecha de la sesión.

			e)Si las partes han asistido, la declaración solemne de que las dos partes han intervenido de buena fe en el proceso, para que surta efectos ante la autoridad judicial correspondiente.

			f )La constancia de la inasistencia de cualquiera de las partes.

			Por tanto, por un lado, el artículo 17 LMCM permite que el requisito de procedibilidad se cumpla a pesar de no haber asistido por causa injustificada una parte, pero por otro lado, el artículo 6 LMCM establece que las partes «habrán de asistir personalmente…», con lo cual, habrá que esperar a su implantación práctica para determinar cómo será aplicable, al existir tal contracción.

			Finalmente añadir que en la sesión inicial el mediador deberá expresar a las partes, las características del procedimiento, el coste, la organización del procedimiento y sus consecuencias jurídicas, así como determinar una fecha para conformar la sesión constitutiva.

			4.Sesión constitutiva: acta constitutiva.

			En esta sesión se determinará por las partes un calendario y se dispondrá la voluntad de desarrollar el procedimiento de mediación como medio de solución de conflictos. En el artículo 19 LMCM, se prevé que el mediador levantará un acta, el acta constitutiva, que firmaran todos los asistentes al acto que ha de contener lo siguiente:

			a)El programa de actuaciones y duración máxima prevista para el desarrollo del procedimiento, sin perjuicio de su posible modificación. Tendrá que ser lo más breve posible y se aplicará el principio de concentración de actos, de acuerdo con el artículo 20.1 LMCM. El mismo artículo dispone, en el apartado segundo, que si se solicita la mediación como requisito de procedibilidad, la duración de la mediación no podrá exceder los tres meses desde que recibe la solicitud el mediador.

			b)La información del coste de la mediación o las bases para su determinación, con indicación separada de los honorarios de la persona mediadora y de otros posibles gastos. Para el coste se debe tener en cuenta el artículo 15 LMCM.

			c)La declaración de aceptación voluntaria por las partes de la mediación y de que asumen las obligaciones de ella derivadas.

			d)El lugar de celebración y la lengua del procedimiento.

			De no querer continuar con la mediación, se firmará un acta en la que se dispondrá, que se ha intentado la mediación pero que queda sin efecto. Entendemos que esta acta también servirá como requisito de procedibilidad para interponer demanda, a pesar de que así no se manifieste. No tendría sentido que así no lo fuera.

			5.Desarrollo de las sesiones y terminación del procedimiento: acta final.

			Las sesiones se desarrollan de conformidad con el calendario acordado y de forma concentrada. Podrán desarrollarse de forma telemática o presencialmente, como así lo determinen las partes, teniendo carácter preferente el desarrollo del procedimiento telemático en reclamaciones de cantidad menores a 600 euros (art. 24 LMCM).

			El procedimiento de mediación finalizará dictando un acta final, en la cual se dispondrá la causa del término del procedimiento. Estas son las siguientes:

			—Porque han llegado a un acuerdo las partes.

			—Porque una de las partes desista de continuar con el procedimiento.

			—Porque haya transcurrido el plazo dispuesto en el calendario y la parte no quiera continuar.

			—Porque el mediador considere que las partes son irreconciliables o por otra causa.

			—Porque las partes rechacen al mediador o el mediador renuncia a ellas y no haya otro para sustituirlo.

			El acta se firma por todas las partes intervinientes y contendrá todo lo realizado hasta ahora, así como la causa de finalización.

			6.El acuerdo de mediación.

			a)Contenido:

			—Identidad y datos de las partes y de los mediadores o mediadoras o instituciones intervinientes.

			—El lugar y fecha en que se suscribe.

			—Las obligaciones que cada parte asume.

			—Indicar el procedimiento que se ha seguido.

			b)Impugnación del acuerdo: Solo cabe acción de nulidad por las causas que invalidan los contratos (art. 23.4 LMCM).

			c)Efectos: El acuerdo de mediación no tiene fuerza ejecutiva, desplegará sus efectos como título ejecutivo solo si se eleva a escritura pública ante notario, de lo contrario, no. Para ser elevado a escritura pública ha de acompañarse el acuerdo y el acta constitutiva y final del procedimiento, no haciendo falta que el mediador acuda al notario para ello.

			
ANEXO 
FORMULARIO DE
				SOLICITUD DE MEDIACIÓN COMO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD

			
				
					
				
				
					
							
							A LA INSTITUCIÓN DE MEDIACIÓN DE …………

							D. …………, mayor de edad, con DNI ………… , y domiciliado en ………… , C.P. ………… , calle ………… , núm. ………… , piso ………… , letra ………… , dirección electrónica ………… , y teléfono ………… , en su propio nombre,

							EXPONE:

							1) Que solicito la iniciación del procedimiento de mediación ante esa Institución, respecto de D. ………… , mayor de edad, con DNI ………… , y domiciliado en ………… , CP ………… , calle ………… , núm. ………… , piso ………… , letra ………… , dirección electrónica ………… , y teléfono ………… , a fin de solucionar la controversia que se expone a continuación en relación al contrato de arrendamiento de fecha ………… suscrito por ambas partes que se acompaña por copia a la presente solicitud.

							2) Que esta solicitud se formula al amparo de lo dispuesto en el artículo 16.1.c) de la Ley de Mediación, con carácter previo al ejercicio de acciones judiciales y en cumplimiento del requisito de procedibilidad previsto en el artículo 403.2 LEC. No existe pacto de mediación entre las partes y no se ha iniciado ninguna actuación en vía judicial por la controversia que paso a exponer.

							3) El objeto de la controversia es determinar quién debe asumir el coste de las obras de reparación del inmueble arrendado, realizadas en las fechas ………… y consistentes en …………

							El importe de las obras asciende a ………… euros, según detalle que se recoge en la relación y facturas que acompaño, las cuales han sido abonadas por el arrendatario solicitante, pero que, según contrato, entiendo que debería abonar el arrendador, quien se ha negado a su pago, por lo que me veo en la obligación de acudir a la vía de la mediación para intentar la solución de la controversia.

							4) Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley de Mediación esta parte acepta las prescripciones de procedimiento recogidas en los estatutos de la institución.

							En virtud de lo expuesto,

							SOLICITO DE LA INSTITUCIÓN ………… , que tenga por formulada la presente y en su virtud, proceda a la iniciación del procedimiento de mediación, designando mediador y citando a las partes a la sesión inicial, continuando el procedimiento conforme a las reglas de la institución, y a fin de resolver la controversia que dejo expuesta.

							En ………… , a ………… de ………… de ………….

							Firma del solicitante

							…………

						
					

				
			

			


				
						1 Tema redactado por la Dra. ANDREA SPADA JIMÉNEZ. Profesora de Derecho Procesal. Universidad de Málaga.
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